Radicado: 66682 60 00 065 2009 01034 01
Procesado: Fernando Antonio Osorio Castaño  

Delitos: Lesiones personales culposas

Asunto: Conforma sentencia de primera instancia


LESIONES PERSONALES/ CONDUCTA CULPOSA/ Infracción de las normas que regulan el ejercicio de la actividad peligrosa de conducción de automotores.

“6.10 En razón de lo expuesto se concluye que el conductor de la camioneta `Mazda´ estaba obligado a extremar sus cuidados, no sólo por haber estacionado su vehículo al lado de una vía pública, sino porque debió verificar que no viniera un vehículo que tuviera prelación, como el que conducía el señor Toro, antes de efectuar el giro en `U´ para retornar a Chinchiná, lo que se tradujo en un incremento del nivel de riesgo permitido, que tuvo injerencia en el resultado producido (…)”

“6.12 En ese orden de ideas, la Sala concluye que en este caso se demostró la existencia de una conducta culposa por parte del señor Fernando Antonio Osorio Castaño, quien en ejercicio de su rol de conductor de un vehículo infringió las normas de protección establecidas en las normas referidas del CNT, lo que tuvo injerencia directa en la causación de las lesiones que sufrió el señor Mauricio Toro Franco (…)”

PRUEBA DE REFERENCIA/ No genera por sí sola la suficiente convicción respecto al acaecimiento de un determinado suceso. 

“(…) la Sala considera necesario agregar que pese a que en el croquis que se admitió como prueba de referencia se consignó por parte del agente Omar Fernando Agudelo Madrid (Q.E.P.D.), que en el caso del conductor del vehículo No. 2 o sea el que conducía la víctima existió `falta de precaución por lluvia´, no se practicó ninguna prueba que permitiera sustentar esa afirmación, ya que el informe ejecutivo que elaboró el agente Agudelo Madrid fue admitido pero como prueba de referencia, lo que indica que no posee la suficiente fuerza suasoria como para considerar una eventual reducción del pago de perjuicios por concurrencia de culpas, en caso de tramitarse el incidente de reparación de perjuicios dentro del presente proceso.”

Citas: Corte Constitucional, sentencia SU– 1184 de 2001. Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, sentencias del 20 de mayo de 2003 -rad. 16.636-, del 19 de enero de 2006 -rad. 19.746-, del 22 de agosto de 2008 -rad. 25.961- y del 11 de abril de 2012 -rad. 33.805-
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	Radicación
	66682 60 00 065 2009 01034 01

	Procesado
	Fernando Antonio Osorio Castaño 

	Delito
	Lesiones personales culposas

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado  Penal Municipal con funciones de conocimiento de Santa Rosa de Cabal 

	Asunto 
	Resolver recurso de apelación interpuesto en contra de la sentencia de primera instancia 


1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado contra la sentencia del 16 de diciembre de 2013 del Juzgado Penal Municipal con funciones de conocimiento de Santa Rosa de Cabal, mediante la cual se profirió sentencia condenatoria contra el señor Fernando Antonio Osorio Castaño, por el delito de lesiones personales en modalidad culposa.
2. ANTECEDENTES
2.1 El 5 de febrero de 2013 se realizó la audiencia en la cual se declaró persona ausente al señor Fernando Antonio Osorio Castaño y se le formuló imputación por la conducta de lesiones personales imprudentes.

2.3 La audiencia de formulación de acusación se cumplió el 22 de noviembre de 2012(folio 6). Según el contexto fáctico del escrito de acusación, el 20 de julio de 2009 en la variante Santa Rosa Km 2 + 500 se presentó una colisión entre el vehículo de placas ARL 464, conducido por Fernando Antonio Osorio Castaño y el automotor MAT 732 que manejaba Mauricio Toro Franco, hechos en los que resultó lesionado este último.

En la citada audiencia se  presentó la acusación contra el señor Osorio Castaño así: “Por el delito de lesiones personales culposas artículos 111, 112 incuso 2º, 113 inciso 2º, 117 y 120 del C.P. en calidad de autor a título de culpa”. 

2.4 La audiencia preparatoria se celebró el 26 de septiembre de 2013 (folios 9 y 10). 

2.5 El juicio oral se llevó a cabo en sesiones del 16 de octubre y 10 de diciembre de 2013
.
2.6 La sentencia fue proferida el 16 de diciembre de 2013 

3. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO

Se trata de FERNANDO ANTONIO OSORIO CASTAÑO, identificado con la C.C. 18. 617.885, nacido el 5 de enero de 1982, hijo de Rafael Antonio y Luz Dary. 

4. FUNDAMENTOS  DEL FALLO

4.1 En la sentencia de primer grado se condenó al procesado como responsable del tipo preceptivo previsto en el artículo 112 del CP, en modalidad culposa. La sinopsis de esa decisión es la siguiente:

· Se estableció la materialidad de la conducta, típica y antijurídica a partir del daño causado al bien objeto de tutela legal, que en este caso viene a ser la integridad física del señor MAURICIO TORO FRANCO.

· Se determinó que el incriminado, faltó al deber objetivo de cuidado que le correspondía al conducir el vehículo de placas ARL-464, siendo esa la causa eficiente de la ocurrencia del hecho y su correspondiente resultado, por el cual debe ser declarado responsable.
· FERNANDO ANTONIO OSORIO CASTAÑO, fue el responsable de las lesiones sufridas por la víctima, lo cual se deduce del testimonio del señor  MAURICIO TORO FRANCO y del examen del croquis levantado en el sitio de los hechos, pruebas que se complementan, ante el hecho de que el primero de los mencionados fue testigo directo de los hechos y sus manifestaciones corroboran lo consignado en el informe del accidente,  pese a que la persona que lo elaboró no rindió declaración en el proceso por haber fallecido.
· La causa eficiente del accidente fue la conducta imprudente del conductor de la camioneta, o sea de FERNANDO ANTONIO OSORIO CASTAÑO, quien  realizó una maniobra prohibida a la altura del Parador JJ, al hacer un giro en “U” no autorizado, por lo cual se presentó la  colisión con el vehículo que conducía el señor TORO FRANCO, de  acuerdo a lo consignado en el informe de accidente de tránsito realizado por OMAR FERNANDO AGUDELO MADRID (Q.E.P.D), quien tuvo conocimiento de primera mano sobre el accidente, e indicó en su informe como causa de la  colisión, para el vehículo No. 1, es decir, el de Placas MAT-732 conducido por el señor OSORIO CASTAÑO, la de realizar giro en “U” donde no está permitido y, realizar giro a la izquierda donde la vía no está adecuada. 

· A su vez, el álbum fotográfico del sitio del hecho elaborado el día 15 de enero de 2010, con base en la versión de la víctima, enseña las condiciones del lugar y esa actividad investigativa basada en lo expuesto por el afectado, tiene credibilidad para el despacho. 
· Por lo tanto queda claro que el procesado realizó un comportamiento que corresponde a la definición de conducta culposa que trae el artículo 23 del CP, ya que su conducta excedió el riesgo permitido, lo que generó la realización de una conducta imprudente por violación del deber objetivo de cuidado, de carácter interno y externo, a efectos de evitar la producción del resultado típico. 
· La FGN logró demostrar que el procesado incurrió en violación de las normas que regulan el ejercicio de una actividad riesgosa, como la conducción de automotores, ya que el procesado realizó un giro en “U” de manera inadecuada, con lo cual arrolló el vehículo que conducía el señor Toro Franco, y le causó la lesión que sufrió que fue establecida como una incapacidad definitiva de quince días, ya que quedó excluida la discusión sobre posibles secuelas de la víctima por falta de prueba.

· En consecuencia se le impuso al procesado una pena de prisión de 3 meses y 6 días; la suspensión en el ejercicio de la conducción de vehículos por el término de 16 meses y la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal.

4.2 La sentencia fue recurrida por el defensor del incriminado.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO
5.1 Defensor del procesado (recurrente) 

· No se probó con suficiente certeza cuál fue la causa real del accidente, ya que nunca se conoció la versión del procesado y para efectuar la diligencia de  reconstrucción de los hechos solo se tuvo en cuenta la manifestación de la víctima, lo que vulneró el derecho de defensa de su representado, fuera de que se generan dudas sobre su responsabilidad, que se deben resolver en su favor. 
· El único testimonio de cargos proviene de la víctima. Las versiones de los demás declarantes se deben tomar como pruebas de oídas o referencia, ya que no presenciaron lo ocurrido. La única prueba que podría respaldar lo manifestado por el afectado fue el informe del policía de tránsito, que no declaró por causa de su fallecimiento y en  su informe consignó los datos que recogió en el lugar de los hechos.

· La credibilidad de lo expuesto por la víctima es menguada ya que sólo refleja su interés de que se condene al acusado. Además no se tuvo conocimiento sobre ciertos aspectos de orden técnico, como la velocidad a la que transitaba el afectado.

· Al revisar el croquis se advierte que la vía carecía de señales de tránsito y por ello también se puede predicar una violación del deber objetivo de cuidado por parte de la víctima, quien debió haber transitado con precaución, en vista de los riesgos que genera la conducción de vehículos ya que en muchos casos aunque “se lleve la vía“, un accidente se puede evitar realizando una maniobra adecuada, o simplemente tomar las precauciones necesarias cuando se conduce por una carrera que es muy transitada.

· La falladora le otorgó plena credibilidad a la versión de la víctima, y consideró que el acusado fue quien violó el deber objetivo de cuidado. Sin embargo no tuvo en cuenta que el hecho ocurrió el 20 de julio de 2009, lo que dificultó la ubicación del procesado y la consecución de pruebas para su defensa.
· De las escasas pruebas allegadas no se puede concluir con grado de certeza que el accidente se produjo por causa de la imprudencia del procesado, por haber realizado un giro prohibido. Además si se mira con detalle el croquis inicial se observa que no hay señales sobre ese aspecto; ni se sabe porque razón el guarda manifestó que el giro que hizo el procesado no era permitido. Igualmente se generan dudas sobre la velocidad a la que conducía la víctima su vehículo, que no fue determinada de manera siquiera aproximada.
· Se podría afirmar que la víctima conducía su vehículo a una velocidad excesiva y que por ello no pudo maniobrar su automotor para evitar la colisión, pese a que tenía la visibilidad para observar la camioneta ya que se trataba de una vía amplia, por lo cual pudo existir impericia o falta de cuidado por parte del señor  Toro y por ello se presentó el siniestro.
· En el caso en estudio no se reunían los presupuestos del artículo 381 del CPP para  dictar un  fallo condenatorio en contra del acusado; en consecuencia, solicita que se  revoque la providencia recurrida y se absuelva a su defendido.

6. CONSIDERACIONES LEGALES
6.1. Competencia
Esta Corporación tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2. Problema jurídico
Se contrae a decidir si se debe confirmar la decisión de primera instancia, en la que fue sentenciado el señor Fernando Antonio Osorio Castaño, como responsable de la conducta de lesiones personales en modalidad culposa ubicadas dentro del tipo preceptivo del artículo 112 del CP, decisión que fue recurrida por su defensor.
En atención al principio de limitación de la segunda instancia, la Sala se centrará en el examen de la responsabilidad del procesado, que fue el tema objeto del recurso de apelación, ya que no se presenta ninguna duda sobre la existencia de la conducta punible investigada, esto es las lesiones sufridas por el señor Mauricio Toro Franco, que según la sentencia fueron subsumidas en el tipo sancionatorio del artículo 112 del CP.
6.3 Con base en la argumentación del recurrente y en aplicación del principio de necesidad de prueba (artículos 372 y 381 del CPP), se hace necesario hacer un recuento de la prueba testimonial practicada en el juicio, para efectos de adoptar la decisión correspondiente.

6.3.1 En el presente caso la prueba de más entidad viene a ser la versión  entregada por la víctima, Mauricio Toro Franco quien fue el único testigo presencial de los hechos.

El señor Toro inicialmente formuló la denuncia que se introdujo con su testimonio
, donde manifestó que el día de los hechos a eso de las 11.20 horas cuando se dirigía hacia esta ciudad tomando la variante de Santa Rosa de Cabal por el sector del parador “J.J.”, vio una camioneta estacionada al lado derecho de la vía, que se puso en marcha de manera intempestiva y cruzó la calle como si fuera a hacer un giro en “U“ en dirección a Chinchiná, por lo cual no tuvo tiempo de esquivar ese vehículo y se produjo la colisión que le causó las lesiones  que describió en su querella, que le generaron una incapacidad médico legal definitiva de veinte (20) días y como secuelas: “deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente”
 de acuerdo al segundo dictamen del Instituto de Medicina Legal, que sin embargo no fue incorporado al proceso.
En la declaración que rindió en el juicio oral, el señor Toro Franco se reafirmó en sus manifestaciones, y dijo que Fernando Antonio Osorio Castaño había sido el responsable del accidente, explicando que al llegar con su vehículo a la altura del  parador “JJ” en la vía  Chinchiná – Santa Rosa de Cabal, vio una camioneta parqueada a mano derecha y que al estar a una distancia aproximada de 20 metros, el conductor de la camioneta  puso en marcha  ese  vehículo  e hizo una maniobra indebida, al realizar un giro en “U” en una doble calzada, luego de lo cual se produjo la colisión y su carro se volteó y se dio contra el separador, siendo atendido posteriormente en Santa Rosa de Cabal.
El señor Toro manifestó que se había enterado posteriormente de que en el sitio de los hechos se había hecho presente un  policía de  tránsito quien se  encargó de elaborar el informe respectivo, tomar las medidas, hacer el croquis y realizar otros actos de investigación, y que el mismo agente le dijo posteriormente que el responsable del accidente había sido el conductor de la  camioneta por haber realizado un  cruce indebido en doble calzada 

Por solicitud del fiscal, el señor Mauricio Toro Franco se refirió al informe ejecutivo  que presentó en su oportunidad el señor Omar Fernando Agudelo Madrid (quien  había fallecido para la fecha en que se adelantó el juicio oral), indicando que las fotos tomadas  por este reflejaban fielmente lo sucedido. El informe en mención junto con sus anexos fue admitido como prueba de referencia por solicitud del fiscal, pese a la oposición de la defensa, que no interpuso ningún recurso contra esa decisión
.

En el contrainterrogatorio el señor Toro reiteró que lo que propició el accidente fue la maniobra imprudente del conductor de la camioneta, tal  y como se lo dijo el agente Agudelo. Agregó que en ese lugar no había separador, ni señalizaciones que prohibieran el giro en “U“ ya que se trataba de una parte inconclusa de la Autopista del Café.
Al ser interrogado por la juez de conocimiento, el afectado procedió a explicar el croquis que se levantó luego del accidente, reiterando que el responsable del hecho fue el conductor de la camioneta.

6.3.2 Al examinar el citado documento, se observa que el 20 de julio de 2009 el señor Agudelo, en su calidad de servidor de la Policía Judicial elaboró el informe de accidente de tránsito en el cual identificó como vehículo No. 1 la camioneta “Mazda“ de placas ARL 464, que era conducida por Fernando Antonio Osorio Castaño y en las observaciones respectivas consignó lo siguiente: “(1) Vehículo 1 Realizar giro en U en donde no está permitido (2) realizar giro a la izquierda donde la vía no está adecuada“.  

En lo que atañe al automotor identificado como número 2, que corresponde al que era manejado por el señor Mauricio Toro Franco o sea el “Chevrolet  Sprint“ de placas MAT 732 se dejó la siguiente observación: (1) “Falta de precaución por lluvia (2) superficie húmeda“. 
6.3.3 A su vez es necesario aclarar que en lo relativo a las lesiones sufridas por la víctima, solamente se introdujo el dictamen del 22 de julio de 2009 suscrito por la médico legista Adriana López Castro
 correspondiente a la  valoración que le hizo al señor Mauricio Toro Franco, en el cual se consignó que el citado ciudadano presentaba una incapacidad médico legal provisional de quince días, documento que fue reconocido por la citada profesional. Se advierte que para fijar la consecuencia jurídica de la conducta atribuida al procesado, la juez de conocimiento no admitió un segundo dictamen suscrito por el médico Álvaro Gallego Marulanda en el cual se consignó un resultado  consistente en una incapacidad de 20 días y como secuela: “Deformidad física que afecta el cuerpo, de carácter permanente“ ya que ese documento no fue introducido al juicio con ese galeno. Esa decisión  fue recurrida por el delegado de la FGN. En el expediente no se allegó la decisión de segunda instancia. Sin embargo en la sentencia la pena se fijó con base en lo dispuesto en el artículo 112 del C.P. 
6.3.4 La FGN presentó como testigo a la funcionaria del CTI Luz Amparo Gómez García, quien hizo referencia a las actividades investigativas que adelantó en el presente caso entre las cuales se encontraban entrevistar   testigos entre ellos al ofendido e identificar al indiciado, inspeccionar el sitio de los hechos del accidente de tránsito y procurar la obtención de la ficha decadactilar del acusado, que fue solicitada a la Registraduría de Santa Rosa de Cabal. La declarante reconoció la copia de la citada tarjeta correspondiente al acusado Fernando Antonio Osorio Castaño. El documento fue admitido sin ninguna observación.

Con la misma testigo se introdujeron los certificados de tradición de los vehículos involucrados en el accidente.
La testigo hizo referencia igualmente a un acto de investigación, consistente en una inspección al sitio de los hechos, que se adelantó el 14 de enero de 2010, donde se hizo una reconstrucción del accidente en la vía pública diagonal al parador “JJ“ de Santa Rosa de Cabal, que fue realizada con base en las manifestaciones de la víctima Mauricio Toro y con el apoyo de funcionarios del CTI entre ellos Gina Carmona, quien se encargó de tomar las fotografías. Dijo que los resultados de esa diligencia se plasmaron en un informe de policía judicial que fue introducido al juicio con la misma investigadora sin oposición de la defensa. Igualmente manifestó que había realizado labores de vecindario para ubicar al procesado, que resultaron infructuosas.
6.3.5. Por su parte la testigo de la FGN, Gina Zilenia Carmona Rojas, funcionaria del CTI, compareció al proceso para reconocer el informe de campo que elaboró correspondiente al accidente investigado. En el decurso de su declaración manifestó que había efectuado una fijación fotográfica en el lugar de los hechos, con base en lo que manifestó la víctima. La citada funcionaria reconoció su informe, al igual que las fotografías anexadas y procedió a describir las imágenes, reiterando que correspondían a la versión entregada por el señor Mauricio Toro Franco. El álbum fotográfico fue admitido por la juez como evidencia demostrativa, sin observaciones. Al ser interrogada por la defensa la testigo reiteró que había tomado las fotografías con base en la versión que la víctima entregó el día de la diligencia. Agregó que no tenía conocimiento sobre si la vía había tenido alguna modificación o si se estaba realizando alguna obra en el sector.
6.4 Con base en el anterior recuento probatorio y como se dictó sentencia en contra del procesado por el delito de lesiones personales en modalidad culposa, dentro del tipo sancionatorio previsto en el artículo 112 del CP en modalidad culposa, es necesario establecer si tal como lo prescribe el artículo 23 del estatuto punitivo, el resultado típico se adecua a los elementos de ese tipo de conducta, para lo cual hay que hacer mención de la jurisprudencia puntual de la Sala Penal de la CSJ, donde se ha expuesto lo siguiente sobre los elementos que estructuran el delito culposo: 

“…4.1. Así entonces, el tipo objetivo del delito culposo estará compuesto por los elementos que integran el supuesto de hecho  bien sean descriptivos o normativos.

4.1.1. El sujeto puede ser indeterminado o calificado como sucede con el peculado culposo que exige la condición de servidor público.

4.1.2. La acción, se traduce en la ejecución de una conducta orientada a obtener un resultado diferente al previsto en el tipo correspondiente.

4.1.3. Requiere la presencia de un resultado físico no conocido y querido por al autor, que sirve de punto de partida para identificar el cuidado objetivo. Ello significa que será excepcional la presencia de un tipo de esta clase sin resultado material.

4.1.4. La violación al deber objetivo de cuidado. El autor debe realizar la conducta como lo haría  una persona razonable y prudente puesta en el lugar del agente, de manera que si no obra con arreglo a esas exigencias infringirá el deber objetivo de cuidado. 

Elemento con el que se aspira a que con la observancia de las exigencias de cuidado disminuya al máximo los riesgos para los bienes jurídicos con el ejercicio de las actividades peligrosas, que es conocido como el riesgo permitido (en ámbitos como el tráfico, la medicina y el trabajo). 

En  razón a que no existe una lista de deberes de cuidado, el funcionario judicial tiene que acudir a las distintas fuentes que indican la configuración de la infracción al deber de cuidado, en cada caso. Entre ellas:

4.1.4.1. Las normas de orden legal o reglamentaria atinentes al tráfico terrestre, marítimo, aéreo y fluvial, y a los reglamentos del trabajo, dirigidas a disciplinar la buena marcha de las fuentes de riesgos.
4.1.4.2. El principio de confianza que surge como consecuencia de la anterior normatividad, y consiste en que quien se comporta en el tráfico de acuerdo con las normas puede y debe confiar en que todos los participantes en el mismo tráfico también lo hagan, a no ser que de manera fundada se pueda suponer lo contrario.

Apotegma que se extiende a los ámbitos del trabajo en donde opera la división de funciones, y a las esferas de la vida cotidiana, en las que el actuar de los sujetos depende del comportamiento asumido por los demás.
4.1.4.3. El criterio del hombre medio, en razón del cual el funcionario judicial puede valorar la conducta comparándola con la que hubiese observado un hombre prudente y diligente situado en la posición del autor. Si el proceder del sujeto agente permanece dentro de esos parámetros no habrá violación al deber de cuidado, pero si los rebasa procederá la imprudencia siempre que converjan los demás presupuestos típicos.

4.1.4.4. Relación de causalidad o nexo de determinación. La trasgresión al deber objetivo de cuidado y el resultado típico deben estar vinculados por una relación de determinación, es decir, la vulneración debe producir el resultado.

4.2. Aspecto subjetivo. Es clara la presencia de contenidos subjetivos en el delito imprudente, ellos son:

4.2.1. Aspecto volitivo. El resultado típico no debe estar comprendido por la voluntad, o abarcándolo debe hacerlo con una causalidad distinta de la que el agente programó.

4.2.2. Aspecto cognoscitivo. Exige la posibilidad de conocer el peligro que la conducta representa para los bienes jurídicos y de prever el resultado con arreglo a esa cognición…” 
 
6.5  En otro pronunciamiento, la misma corporación expuso lo siguiente:

“…El delito imprudente sanciona la falta de cuidado medio exigible en el ámbito de relación, es decir, cuando el agente ha causado determinado resultado dañoso sin atender la diligencia y prudencia que le era exigible, atendiendo las circunstancias dentro de las cuales se desarrollaron los acontecimientos, pues el análisis del deber de cuidado debe referirse a las previsiones que una persona determinada en una situación específica ha podido y debido emplear para evitar la producción de un resultado lesivo a los bienes jurídicos amparados.

Es que la violación al deber objetivo de cuidado no puede concebirse únicamente de manera objetiva, debido a que la misma norma legal alude a la previsibilidad del agente respecto del resultado y ello va ligado a consideraciones eminentemente subjetivas como el conocimiento y facultades del agente, así como a las circunstancias en las que actuó.
Ahora, entre el actuar culposo del agente delictual y la causación del daño, debe mediar necesariamente un nexo de determinación, dado que la mera causalidad no resulta suficiente para la imputación jurídica del resultado, tal como lo consagra el artículo 9 del Código Penal…"

6.6 En ese sentido y con base en lo dispuesto en el artículo 16 de la ley 906 de 2004, el análisis de las pruebas relacionadas con la responsabilidad del procesado, que es lo que delimita la actuación de segunda instancia en este caso puntual, conduce a afirmar desde ahora que se debe otorgar razón a la juez de primer grado, ya que resulta claro que el señor Fernando Antonio Osorio Castaño incurrió en una violación del deber objetivo de cuidado por inobservancia de las normas que regulan el tráfico terrestre -Ley 769 de 2002-, por lo cual se le puede imputar la realización del acto bajo la fórmula de conducta imprudente o culposa, según la definición del artículo 23 del CP.
6.7 El artículo 372 del C. de P.P. establece que: “Las pruebas tienen por fin llevar al conocimiento del juez, más allá de duda razonable, los hechos y circunstancias materia del juicio, y los de la responsabilidad penal del acusado, como autor o partícipe”. Por su parte el artículo 381 ibídem dispone que: “Para condenar se requiere el conocimiento más allá de toda duda, acerca del delito y la responsabilidad del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio. La sentencia condenatoria no podrá fundarse exclusivamente en pruebas de referencia.” 

6.8 Del examen de la prueba testimonial practicada en el proceso, que se sintetizó en el apartado 6 esta decisión, se puede manifestar en principio,  que en el caso sub examen se estableció la existencia de un primer comportamiento antinormativo por parte del señor Osorio Castaño al infringir el artículo 76 del CNT, modificado por el artículo 15 de la ley 1383 de 2010, que prohíbe estacionar vehículos: “en vías arterias, autopistas, zonas de seguridad, o dentro de un cruce“. 

Adicionalmente hay que manifestar que el procesado incurrió en una conducta imprudente al efectuar la maniobra de retorno hacia el municipio de Chinchiná, sin observar que en ese momento el vehículo que conducía el señor Toro tenía la prelación en la vía,  lo cual tuvo un significativa injerencia desde el  punto de vista causalen la producción del resultado típico, ya que precisamente ese comportamiento contrario a las normas que regulan el ejercicio de la actividad del tráfico automotor, fue el que originó la colisión, pues el señor Mauricio Toro conductor del Chevrolet “Sprint“, no tuvo tiempo de maniobrar su vehículo para evitar el choque, lo que demuestra que el procesado infringió las disposiciones del CNT que se mencionan a continuación:
ARTÍCULO 60. PARÁGRAFO 2º “Todo conductor, antes de efectuar un adelantamiento o cruce de una calzada a otra de un carril a otro debe anunciar su intención por medio de las luces direccionales y señales ópticas o audibles y efectuar la maniobra de forma que no entorpezca el  tránsito ni ponga en peligro a los demás vehículos o peatones”. 

ARTÍCULO 71. INICIO DE MARCHA “Al poner en movimiento un vehículo estacionado se utilizará la señal direccional respectiva, dando prelación a los demás vehículos en marcha y tomando las precauciones para evitar choques  con los vehículos que se aproximen”.  
6.9 Precisamente el juicio de reproche que se formula al procesado tiene que ver con la vulneración de las disposiciones que regulan el ejercicio de una actividad riesgosa como la conducción de vehículos, situación que ha sido examinada en la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ en la sentencia CSJ SP del 11 de abril de 2012, radicado 33805, así:
(…) 

1.
Relativo al carácter riesgoso del tránsito vehicular la Corte Constitucional al confrontar algunas disposiciones de la Ley 769 de 2002, por medio de la cual se expidió el Código Nacional de Tránsito Terrestre, con el texto superior, señaló:
“El tránsito automotor es una actividad que es trascendental en las sociedades contemporáneas pues juega un papel muy importante en el desarrollo social y económico, y en la realización de los derechos fundamentales. Por ejemplo, la libertad de movimiento y circulación (CP art. 24) se encuentra ligada al transporte automotor, y el desarrollo económico depende también, en gran medida, de la existencia de medios adecuados de transporte terrestre. Sin embargo, la actividad transportadora terrestre implica también riesgos importantes, por cuanto los adelantos técnicos permiten que los desplazamientos se realicen a velocidades importantes, con vehículos que son potentes y pueden afectar gravemente la integridad de las personas. Por todo lo anterior, ‘resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia de los modos de transporte sino garantizar su seguridad’
, lo cual supone una regulación rigurosa del tráfico automotor. Ha dicho al respecto esta Corporación:

‘El tránsito automotriz está rodeado de riesgos. No en vano se ha establecido que la conducción de vehículos constituye una actividad de peligro. Asimismo, los accidentes de tránsito representan una causa importante de mortalidad y de daños en las sociedades modernas. Por consiguiente, el Estado tiene la obligación de regular la circulación por las carreteras, de manera tal que se pueda garantizar, en la medida de lo posible, un tránsito libre de peligros, que no genere riesgos para la vida e integridad de las personas. Con este propósito, se han expedido normas e instituido autoridades encargadas de su ejecución"5. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido”. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido, ver, entre otras, las sentencias T-287 de 1996, C-309 de 1997 y C-066 de 1999).
“La importancia y el carácter riesgoso del tránsito vehicular justifican entonces que esta actividad pueda ser regulada de manera intensa por el Legislador, quien puede señalar reglas y requisitos destinados a salvaguardar la vida e integridad de las personas, así como a proteger los bienes y propiedades. Por ello esta Corte ha resaltado que el tránsito es una actividad ‘frente a la cual se ha considerado legítima una amplia intervención policiva del Estado, con el fin de garantizar el orden y proteger los derechos de las personas’
. El control constitucional ejercido sobre las regulaciones de tránsito debe entonces ser dúctil, a fin de no vulnerar esa amplitud de la libertad de configuración y de las facultades del Legislador para regular el tránsito, debido a su carácter riesgoso”.

6.10  En razón de lo expuesto se concluye que el conductor de la camioneta “Mazda“ estaba obligado a extremar sus cuidados, no sólo por haber estacionado su vehículo al lado de una vía pública, sino porque debió verificar que no viniera un vehículo que tuviera prelación, como el que conducía el señor Toro, antes de efectuar el giro en “U“ para retornar a Chinchiná, lo que se tradujo en un incremento del nivel de riesgo permitido, que tuvo injerencia en el resultado producido, y por ello se  puede afirmar, siguiendo el concepto de la conditio sine quallon, entendido como correctivo a los simples criterios de causalidad propios del mundo fenomenológico, que si se suprime mentalmente el acto del conductor de la camioneta de efectuar ese giro sin advertir que el “Sprint“ transitaba por la vía en que tenía la prelación, no se habría producido la colisión con el vehículo que manejaba el señor Toro, lo que produjo su lesionamiento, cuyo resultado fue establecido con el dictamen del Instituto de Medicina Legal que fue admitido por la juez de primer grado.
En ese sentido, la Sala considera oportuno hacer referencia a lo expuesto por el órgano de cierre en materia penal, sentencia CSJ SP del 20 de mayo de 2003, radicado 16636, en la cual se expuso lo siguiente:

“1. Como es evidente, la simple relación de causalidad material no es suficiente para concluir en la responsabilidad penal de un procesado. A ello es menester agregar otras razones, entre ellas, las que demuestran que la consecuencia lesiva es "obra suya", o sea, que depende de su comportamiento como ser humano. O, como se dice en el nuevo Código Penal, que plasma expresamente aquello que desde mucho tiempo atrás se viene exigiendo, "La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado" (artículo 9o.).

2. En casos como el analizado, la imputación jurídica -u objetiva- existe si con su comportamiento el autor despliega una actividad riesgosa; va más allá del riesgo jurídicamente permitido o aprobado, con lo cual entra al terreno de lo jurídicamente desaprobado; y produce un resultado lesivo, siempre que exista vínculo causal entre los tres factores. Dicho de otra forma, a la asunción de la actividad peligrosa debe seguir la superación del riesgo legalmente admitido y a éste, en perfecta ilación, el suceso fatal.
Dentro del mismo marco, la imputación jurídica no existe, o desaparece, si aún en desarrollo de una labor peligrosa, el autor no trasciende el riesgo jurídicamente admitido, o no produce el resultado ofensivo, por ejemplo porque el evento es imputable exclusivamente a la conducta de la víctima.”
Y precisamente con base en ese precedente es que se considera correcta la argumentación de la  juez de primer grado, quien consideró que la  violación del deber objetivo de cuidado que resulta atribuible al procesado fue la causa eficiente del hecho y del resultado que se produjo que generó la afectación de la integridad personal del señor Toro Franco.
6.11  Debe agregarse que la posición asumida  por la Sala en este caso puntual,  se sustenta igualmente en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sentencia SU – 1184 de 2001 en la cual se dijo lo siguiente:

“(…)

Si alguien tiene deberes de seguridad en el tráfico, lo trascendente para la imputación es si esa persona desplegó deberes de diligencia para evitar que el peligro creado no excediera los límites de lo prohibido. Si se es garante, no interesa si el sujeto  originó un curso causal (acción  o no impidió el desarrollo del mismo (omisión), sino, si ha cumplido con los deberes de seguridad que le impone el ejercicio de una actividad peligrosa…“ 
6.12 En ese orden de ideas, la Sala concluye que en este caso se demostró la  existencia de una conducta culposa por parte del señor Fernando Antonio Osorio Castaño, quien en ejercicio de su rol de conductor de un vehículo infringió las normas de protección establecidas en las normas referidas del  CNT, lo que tuvo injerencia directa en la causación de las lesiones que sufrió el señor Mauricio Toro Franco, como se explicó anteriormente,  por lo cual se confirmará la decisión objeto del recurso. Sin embargo, la Sala considera necesario agregar que pese a que en el croquis que se admitió como prueba de referencia se consignó por parte del agente Omar Fernando Agudelo  Madrid (Q.E.P.D.), que en el caso del conductor del vehículo No. 2 o sea el que conducía la víctima existió “falta de precaución por lluvia“
, no se practicó ninguna prueba que permitiera sustentar esa afirmación, ya que el informe ejecutivo que elaboró el agente Agudelo Madrid fue admitido pero como prueba de referencia, lo que indica que no posee la suficiente fuerza suasoria como para considerar una eventual reducción del pago de perjuicios por concurrencia de culpas, en  caso de tramitarse el incidente de reparación de perjuicios dentro del presente proceso.
Con base en lo expuesto en precedencia , el  Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado  Penal Municipal de conocimiento de Santa Rosa de Cabal, el 16 de diciembre de 2013, en contra del señor Fernando Antonio Osorio Castaño, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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